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LA REFORMA DE LA CURIA ROMANA 
(COMENTARIO A LA CONSTITUCION 
APOSTOLICA «PASTOR BONUS») 
JUAN IGNACIO ARRIETA 
1. La Revisión de la Consto Ap. «Regimini Ecclesiae Universae» 
El 15 de agosto de 1967 el Papa Pablo VI promulgó la Consto Ap. 
Regimini Ecclesiae Universae 1 reordenando los organismos de la Cu-
ria Romana, hasta entonces regulados por la Consto Ap. Sapienti Con-
silio, de 1908 2 • El Papa acogió de ese modo la petición de reforma 
de la Curia recogida en los nn. 9 y 10 del Decreto Christus Dominus, 
y las sugerencias allí contenidas acerca de la proveniencia de los ofi-
ciales y consultores, de la coordinación de los trabajos, de la redis-
tribución de las competencias, etc. Sin embargo, a pesar de la trans-
cedencia que bajo diversos aspectos tuvo en su momento la Regi-
mini, no constituyó sino un primer paso en la actuación de las exi-
gencias de reforma del gobierno central de la Iglesia postuladas por 
la doctrina del Concilio. En realidad, los aspectos mencionados en 
los nn. 9 y 10 del Decreto Christus Dominus representan sólo una mí· 
nima expresión -un tanto aleatoria además- del tipo de reforma 
de las instituciones centrales de la Iglesia educibles del conjunto de 
la doctrina del Vaticano n, y por muy evidente que ello resultó des-
de el principio, no era probable que el corto periodo de tiempo -dos 
años- transcurrido entre la clausura del Vaticano II y la promul-
1. AAS 59 (1967), 885-928. 
2. ASS 41 (1908), 425-440. 
IUS CANONICUlI . .1, XXIX, n. 57, 1989, 185-204 
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gaclOn de la Regimini, hubiera permitido la necesaria sedimentación 
doctrinal de los demás aspectos que estaban implicados en la cues-
tión. 
Por eso, a los cinco años de promulgarse la Regimini, Pablo VI 
inició el proceso de su reforma, no ya sólo en relación con los pro-
blemas organizativos y funcionales que hubiera planteado dicha ley, 
sino sobre todo con referencia a los temas doctrinales abiertos en el 
Concilio, que poco a poco estaban traduciéndose en experiencia jurí-
dica dentro de la Iglesia. Esa iniciativa se concretó dos años después 
con la formación de una comisión encargada de redactar el articulado 
de una nueva ley sobre la Curia. Dieciséis años después 3, la iniciativa 
de Pablo VI llega definitivamente a puerto al promulgarse la Consto Ap. 
Pastor Bonus 4, que en forma breve y tan sólo a grandes rasgos pre-
sentamos en estas páginas. 
a) Aspectos doctrinales de la reforma 
Tanto Pablo VI como Juan Pablo II han señalado en estos años 
los principales puntos doctrinales del Vaticano II cuya dimensión 
jurídica y organizativa debían encontrar acogida en la nueva ley de 
la Curia. En 1976, Pablo VI indicó dos de ellos: la colegialidad y la 
descentralización, a los que más tarde Juan Pablo II añadió un ter-
cero: el carácter pastoral de la acción de gobierno en la Iglesia 5. Se 
trata de tres cuestiones que en campo teológico y jurídico han reci-
bido formulaciones contrastantes en estos años, no exentas en oca-
siones de ciertas reservas. No es este el lugar de analizarlas; baste 
advertir tan sólo que debido a ello la asunción de tales postulados 
suponía un decantamiento doctrinal previo, que permitiese plasmar 
en formas jurídicas precisas la función propia de la Curia y la natu-
raleza de su actividad de gobierno. 
Sin necesidad de zanjar doctrinalmente la cuestión, reformar la 
Regimini a la luz de la naturaleza colegial del episcopado suponía 
adoptar postura clara cuando menos ante dos cuestiones fundamen-
tales. Primera, la posición jurídica que corresponde a la Cabeza del 
Colegio en relación con el Colegio mismo y con cada uno de sus 
3. Una síntesis del desarrollo de los trabajos de elaboración de la nueva 
Const. Ap. puede verse en el artículo del Cardo Opilio Rossi, Le tappe della 
preparazione della Costituzione Apostolica "Pastor Bonus», en L'Osservatore 
Romano, 8.VlI.1988, pp. 1 Y 4. 
4. AAS 80 (1988), 841-934. 
5. Cfr. Juan Pablo lI, alocución al Colegio de Cardenales, 23.x1.1982, AAS 
75 (1983), 140; id., 21.XI.1985, AAS 78 (1983), 418. 
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miembros, tanto respecto del influjo del Colegio y de sus miembros 
en la actividad de gobierno propia de la Cabeza, como respecto de 
la incidencia de la Cabeza en la individual acción de gobierno de los 
Obispos. La otra cuestión, una vez esclarecida la anterior, era la de 
determinar el lugar organizativo que, en el contexto del ejercicio de 
la autoridad suprema de la Iglesia, corresponde a la . Curia, así como 
el órgano jurídico al que funcionalmente se halla vinculada -no para 
todos resultaba pacífico que en los postulados de la colegialidad tal 
órgano debiera seguir siendo el Papa-, sopesando además la coope-
ración que el episcopado puede prestar en la función propia de la 
Curia. 
El tema de la descentralización depende doctrinalmente del ante-
rior, pero a su vez plantea cuestiones propias. No es la última la de 
sopesar en el plano técnico-organizativo los límites mismos del con-
cepto de descentralización cuando es aplicado a la Iglesia, habida 
cuenta de que por la inmanencia de la dimensión universal y particu-
lar a que se refiere el n. 22 de la Const. Lumen gentium, sólo formal-
mente cabe ver en ellas dos magnitudes diversas. Los números 4 y 
5 de los Principia quae Codicis Iuris Canonici recognitionem dirigant6 
habían asumido por otra parte desde 1967 los postulados de la des-
centralización, pero no es menos cierto que la aplicación de ese prin-
cipio de organización al ordenamiento de la Iglesia, implicaba armo-
nizar el poder directo de los Obispos diocesanos en sus diócesis, con 
·el poder de la Suprema Autoridad. 
El tercer punto doctrinal -la pastoralidad- presentaba también 
sus problemas. En el terreno organizativo de la Curia suponía respal-
dar la dinámica administrativa de promoción y fomento iniciada con 
los Secretarios creados por Pablo VI, a los que aludiremos después. 
Más en general, sin embargo, significaba plantear la acción de go-
bierno de la Curia Romana, en un contexto global, que asumiera to-
das las expresiones de la acción de gobierno de los pastores propias 
de una sociedad de vínculos espirituales como la Iglesia. La dimen-
sión pastoral que, siguiendo las directrices de Juan Pablo 11 debía 
poseer la Curia, no significaba relegar ni las formas jurídicas ni la 
-consideración de los postulados de la justicia y del derecho en la 
'solución de los problemas, como desgraciadamente no ha sido infre-
>cuente plantear este punto en los últimos veinte años?, por quienes 
6. Cfr. Communicationes, 1, 1969, pp. 80-82. 
7. Nótese que cuando Juan Pablo II se ha referido al tema de la pasto-
ralidad como característica del gobierno de la Curia, ha dejado claro que se 
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en un comprensible rechazo del juridicismo y normativismo positi-
vista contenido en algunas corrientes exegéticas, entendían injusta-
mente el Derecho como irremediablemente incompatible con la ín-
dole pastoral que natura sua posee en la Iglesia el ejercicio de la 
autoridad. 
b) Aspectos jurídico-organizativos en la reforma de la Regimini 
En relación con los aspectos doctrinales señalados, la reforma 
de la Regimini tuvo que hacer frente a factores jurídico-organizativos 
de diverso signo provenientes de la experiencia jurídica de estos años. 
Dejando de lado cuestiones coyunturales, el primero de esos factores 
en orden de importancia lo constituye el Código de Derecho Canó-
nico de 1983, en cuanto que delimita las competencias jurídicas de 
la Curia y marca sus relaciones con los oficios capitales de las estruc-
turas particulares. 
El periodo de tiempo de la revisión de la Regimini coincide con 
el de revisión del Código pio-benedictino de 1917, y con el proceso 
legislativo postconciliar que se plasmó en normas -en la mayoría 
de los casos ad experimentum en un primer momento--, muchas de 
las cuales transferían a los Obispos diocesanos o a las Conferencias 
de obispos competencias hasta entonces ejercidas por la Curia Ro-
mana. Todo este proceso práctico de descentralización quedó defini-
tivamente adquirido en el ordenamiento de la Iglesia con la promul-
gación del nuevo Código, que si bien no abordó la regulación de la 
Curia Romana -como había hecho su predecesor- sí prejuzgó sus 
competencias consolidando las atribuciones que los Obispos diocesa-
nos habían recibido en 1m; años anteriores. En forma más global, ade-
más, siguiendo la letra del n. 8 del Decreto Christus Dominus, el can. 
381 § 1 reconoce a los Obispos diocesanos el poder jurídico necesa-
rio para el ejercicio de las funciones pastorales que tienen confiadas, 
mientras que en la misma línea, el can. 87 daba por completo la vuelta 
al sistema de concesión del can. 81 de 1917, en orden a la capacidad 
de dispensa de la ley universal. 
En el terreno organizativo de la Curia, los trabajos de reforma 
supusieron p'e otra parte un examen crítico del sistema organizativo 
instaurado con la Regimini, particularmente en dos puntos: el papel 
coordinador de la Secretaría de Estado, y la naturaleza y autonomía 
de los Secretariados antes aludidos. 
refería a ello: «servatis translatieiis rationibus iuridicis» (alocución de 23.XI.1982, 
cit., p. 140). 
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Respecto del primero de esos puntos, la Regimini había atribuido 
a la Secretaría de Estado la alta función coordinadora de los Dicas-
terios de la Curia (cfr. arto 18-20), innegablemente apoyada en la ex-
periencia jurídica de gobierno, y en la necesidad de lograr coheren-
cia y unidad de acción administrativa; pero en la gestión práctica, 
y merced a su función mediadora entre los Dicasterios y el Papa, pa-
recía más bien que la Secretaría de Estado había pasado a desem-
peñar una función no ya sólo de coordinación, sino propiamente direc-
tiva, en merma de la autonomía de cada Dicasterio dentro de su ámbito 
de competencias. Las soluciones técnicas factibles que pudieran evitar 
el peso directivo de la Secretaría de Estado -por ejemplo, la erección 
del Consejo para Asuntos públicos de la Iglesia en Dicasterio indepen-
diente- comportaban en contrapartida riesgos objetivos de descoor-
dinación y de duplicidad de actuaciones. 
La otra cuestión, conectada también con la Regimini, presentaba, 
por lo que aquí hlteresa, dos problemas de tipo organizativo. De un" 
parte, el de la autonomía de acción de los tres Secretariados creados 
en la Curia por Pablo VI -Secretariado para la unión de los cristia-
nos (art. 92-95 de la Regimini), Secretariado para los no cristianos 
(art. 96-100 de la Regimini), y Secretariado para los no creyentes 
(art. 101-102 de la Regimini)-, cuya actuación recae en delicados ám-
bitos doctrinales del ecumenismo y del diálogo interconfesional. De 
otra parte, además, el análisis de las funciones de esos tres organis-
mos -así como las de los dos Consejos mencionados en el arto 103 
de la Regimini- planteaban la necesidad de individuar en el plano 
técnico los perfiles propios de la acción administrativa y la función 
específica de los organismos de la que cabe denominar administración 
de fomento -con funciones que no comportan habitualmente ejer-
cicio de la jurisdicción-, así como su engarce y relación dentro de 
la Curia con los tradicionales organismos de la administración' juris-
diccional, a través de los cuales se ejerce vicariamente el poder jurí-
dico del Papa. 
En este tipo de organismos de la administración de fomento -de-
dicados fundamentalmente a tareas de promoción, estudio, coordi-
nación e información en específicos sectores de la actividad de la Igle-
sia- encontraban lugar organizativo los antedichos postulados de 
pastoralidad. Además, con el paso de los años, y en la vía iniciada 
por los mencionados Secretariados, las sucesivas reformas estructu-
rales operadas dentro de la Curia, vinieron a prestar particular aten-
ción a este tipo de funciones administrativas: en 1970 se crea en la 
Congr. para los Obispos la Ponto Comisión para la pastoral de la emi-
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gración y el turismo 8; en 1971 se crea el Ponto Consejo Cor Unum 9; 
en 1976 reciben nuevo estatuto el Ponto Consejo para los Laicos 10 y 
la Ponto Comisión Iustitia et pax 11; en 1981 se crea el Ponto Consejo 
para la Familia 12; en 1982 el Ponto Consejo para la Cultura 13; y en 
1985, la Ponto Comisión para la pastoral de los operadores sanitarios 14. 
Estas y otras reformas organizativas que sucesivamente fueron 
acumulándose a lo largo de casi veinte años 15 limitó sustancialmente 
la vigencia de la Consto Ap. Regimini Ecclesiae universae mucho an-
tes de promulgarse la ley que había de reemplazarla, sobre todo si 
se tiene en cuenta que el resto de los factores doctrinales y jurídicos 
descritos hasta aquí eran ya operantes en la experiencia de gobierno. 
En parte importante, la Consto Ap. Pastor Bonus no habría de ser sino 
un instrumento para armonizar y condensar en formas jurídico-posi-
tivas una reforma organizativa y de gestión de la Curia Romana que 
de algún modo estaba ya precedentemente en acto. . 
2. Enfoque jurídico-doctrinal de la Consto Ap. «Pastor Bonus» 
La llave interpretativa de la nueva ordenación de la Curia Ro-
mana, sea en el plano organizativo como en el de la acción de go-
bierno, está trazada en el proemio de la Consto Ap. Pastor Bonus 16. 
Se trata de un texto de carácter histórico-eclesiológico, en el que se 
8. Cfr. AAS 62 (1970), 193-197. 
9. AAS 63 (1971), 669-673. 
10. AAS 68 (1976), 696-700. 
11. AAS 68 (1976), 700-703. 
12. AAS 73 (1981), 441-444. 
13.. AAS 74 (1982), 683-688. 
14. AAS 77 (1985), 457-461. 
15. Así, la creación de la Congo para las Causas de los Santos (Const. Ap. 
Sacra Ritum Congregatio, 8.V.l969, AAS 61 (1969), 297-305); la supresión de la 
Cancillería Apostólica (motu proprio Quo aptius, 27.II.1973, AAS 65 (1973), 113-
116); el estatuto de la Prefectura de la Casa Pontificia (motu proprio Pontifi-
calis Domus, 28.III.l968, AAS 60 (1968), 305-315); la creación de la P. Comisión 
para la Interpretación auténtica del Código de Derecho Canónico (motu proprio 
Recognitio Iuris Canonici, 2.I.1984, AAS 76 (1984), 433-434); así como la creación 
de diversas Comisiones Pontificias. 
16. Un breve comentario del sentido del proemio puede hallarse en el ar-
tículo del P. Umberto Betti, La collocazione ecclesiologica della Curia Romana, en 
L'Osservatore Romano, 9.VII.l988, pp. 1 Y 4, Desde una perspectiva histórica, 
análogo tratamiento puede verse en otro artículo similar, publicado por el 
Cardo Alfonso M. Stickler, Riforma della Curia: aspetto sto rico, en L'Osserva-
tore Romano, 6.VII.1988, pp. 1 Y S. 
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abordan globalmente los puntos doctrinales aludidos, de los que cabe 
inferir también concretas consecuencias de índole jurídica. Su objeto 
principal lo constituye el esfuerzo por sentar los fundamentos doctri-
nales que permitan trazar los perfiles del oficio en el que se ejerce 
el munus Petrinum, así como las funciones que le son específicas de 
cara al gobierno universal de la Iglesia. 
a) La función del «munus Petrinum» de cara a la Iglesia universal 
El proemio parte ante todo del carácter de servicio que en la 
Iglesia posee el ejercicio de la autoridad de los Pastores (cfr. proemio, 
n. 2) tal como fue recordado por el Vaticano II: servicio de natura-
leza pastoral que, asumiendo también las manifestaciones de índole 
jurisdiccional, no se identifica sin embargo con ellas. En otros tér-
minos: el gobierno en la Iglesia no se reconduce en exclusiva al ejer-
cicio de la potestad autoritativa, entendida como capacidad de vincu-
lar jurídicamente a los súbditos a los propios mandatos, sino que ad-
mite también otras modalidades de actuación, y consiguientemente la 
necesidad de hacer uso de las formas de gobierno y de los instrumentos 
de expresión y de transmisión que resulten más idóneos en cada caso 
En cierto modo, este enfoque de la acción de gobierno supone am-
pliar en términos generales a todo ejercicio de la autoridad en la 
Iglesia -y más concretamente al oficio primacial- cuanto el n. 27 
de la Consto Lumen gentium dice de los Obispos diocesanos, que ri-
gen sus Iglesias «con sus consejos, con sus exhortaciones, con su 
ejemplo, pero también con su autoridad y sacra potestad». De los 
problemas que ello plantea nos ocuparemos después. 
El tratamiento de la doctrina sobre el episcopado que hace el 
documento -particularmente en el proemiO'- parece seguir un hilo 
conductor que cabría sintetizar así: Cristo confió el gobierno de la 
Iglesia a los Apóstoles y a sus sucesores, y en medio de ellos consti-
tuyó como Cabeza a Pedro, en un oficio singular, llamado a dar cohe-
sión y unidad no únicamente a los integrantes del Colegio (cf. Consto 
Lumen gentium n. 18), sino también a la actuación que individual-
mente desarrollen cada uno de ellos. El oficio primacial se deli-
nea de este modo con un contenido de gobierno que no se reduce 
sólo a la coordinación de la actividad de los demás; cumple una fun-
ción que no es puramente simbólica, sino que tiene competencias rea-
les y un específico contenido de acción (cfr. proemio, n. 3), que apar-
te de recaer sobre los aspectos generales de gobierno relativos a la 
unidad y comunión de toda la Iglesia, afecta no ya sólo a los concre-
tos problemas de las Iglesias particulares que sean elevados formal-
mente al Papa por el Obispo diocesano, sino también a aquellos otros 
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conocidos de cualquier modo por el Romano Pontífice (cfr. proemio, 
n. 2). Tal planteamiento del ministerio petrino en el cuadro de la doc-
trina sobre la colegialidad, presenta a la Cabeza del Colegio como 
titular de un oficio eclesiástico a se, con la función de asegurar la 
consecución de la misión universal que Cristo confió al Colegio 17, y 
de contribuir a realizar la función de unidad y la comunión a tal oficio 
encomendada interviniendo directamente a nivel local. 
Ello pone de relieve el carácter relativo qu~ puede tener la des-
centralización dentro de la Iglesia, así como el modo de interpretar 
el alcance del can. 381 § 1. La transferencia de funciones a los pasto-
res diocesanos en calidad de potestad propia iure divino, siendo efec-
tivamente real -por lo que propiamente cabe denominarla descen-
tralización-, difícilmente puede concebirse en la Iglesia -si se asu-
men plenamente los presupuestos de la communio hierarchica- como 
una pérdida de competencias por parte de la Autoridad Suprema 
-sea del Papa o del Colegio-, como cabría entender la aplicación 
del principio desde los escuetos moldes del derecho de la organiza-
ción administrativa secular, dado que esa Autoridad además de ser 
también . iure divino, es Suprema. El Romano Pontífice conserva 
por ello íntegramente en la Iglesia su potestad y su misión pastoral 
que es universal, si bien el ejercicio de esa potestad quede -y esto 
también es importante- operativamente condicionada por el carác-
ter de ius divinum que también reviste la potestad y la misión de los 
Obispos diocesanos, en el sentido que las formas de acción de la 
Autoridad Suprema en la realidad particular del gobierno de las 
Iglesias locales, deben seguir los cauces y las formas exigidos · por 
la comunión entre los pastores. 
A su vez, la acción de gobierno que corresponde específicamente 
al oficio primacial y es manifestación del munus Petrinum sobre toda 
la Iglesia, además de materializarse en actos autoritativos de juris-
dicción, lo hace también en intervenciones de otro tipo -consejos, 
exhortaciones, etc.- que sin embargo poseen la autoridad moral de 
todo acto primacial, e indican cuáles son los concretos contenidos 
de la comunión eclesial a la que espontáneamente debe adherirse la 
acción de los demás pastores. Aunque no se trate en todo caso de 
actos jurídicos vinculantes, y posean sólo aquella fuerza jurídica que 
en cada caso indiquen, son siempre actuaciones de autoridad. 
17. Cfr. Juan Pablo n, alocución de 21.XI.1985, cit., pp. 416419. 
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b) La Curia Romana como instrumento del «munus Petrinum» 
La nueva ley, siguiendo el can. 360 y la tradición plurisecular, 
concibe la Curia Romana como instrumento jurídico organizativo 
vinculado al oficio primacial -no al Colegio de los Obispos-, ten-
dente a hacer operativa su función universal de gobierno. Consiguien-
temente, su estructura organizativa y su actividad asumen todas las 
características propias de la acción de gobierno inherente al munus 
Petrinum, y de ella toman también las modalidades y límites de ejer-
cicio. 
En tal sentido, la nueva Consto Ap. pone el acento en subrayar 
-como por otra parte ha sido siempre una realidad- que los orga-
nismos de la Curia Romana no sólo participan vicariamente de la 
suprema potestad del Romano Pontífice dentro del ámbito de com-
petencias de cada uno, sino que asumen igualmente una participa-
ción en su función general de gobierno como pastor universal, y con-
siguientemente en los modos no jurisdiccionales de manifestarse di-
cha acción de gobierno 18. Este carácter marca sobre todo a los orga-
nismos de la administración de fomento contenidos en el Capítulo V 
de la Consto Ap. Pastor Bonus, y que los borradores previos de la ley 
consideraban como una característica específica suya. En el texto 
definitivo -aun cuando el n. 13 del proemio adopte en líneas gene-
rales la aludida distinción entre organismos jurisdiccionales y de fo-
mento y quepa también explicar desde tal perspectiva la tipología de 
los Dicasterios que influye en la sistemática de la ley 19_, se ha evi-
tado sin embargo reconducir explícitamente la actividad de las Con-
gregaciones y de los Consejos a modos especializados -jurisdicciona-
les o de fomento, respectivamente- de la acción de gobierno, de 
suerte que todos los Dicasterios tienen en principio el cometido de 
desplegar uno y otro tipo de actividad en la medida de sus compe-
tencias: la actuación de las Congregaciones no es exclusivamente ju-
risdiccional, lo mismo que la de los Consejos puede también revestir 
formas jurídicas vinculantes. 
18. Sobre este punto, vid. el comentario a la Consto Ap. del Cardo Sebastia-
no Baggio, La dimensione pastorale della Curia Romana, en L'Osservatore Ro-
mano, 12.VII.1988, pp. 1 Y 4; así como el del Cardo Rosalío Castillo Lara, La 
Costituzione Apostolica «Pastor Bonus» in prospettiva giuridica, ibid. 16.VII. 
1988, pp. 1 Y 4. 
19. Vid. sobre este punto los artículos de los Cardo Francis Arinze, Tipo-
logia degli organismi della Curia Romana, en L'Osservatore Romano, 20.VII.1988, 
pp. 1 Y 4, Y Edouard Gagnon, 1 nuovi organismi della Curia Romana, ibid., 
21.VII.1988, pp. 1 Y 4. 
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Cabe señalar además el hecho de que en la Consto Ap. se inclu-
yen instrumentos no tradicionalmente comprendidos en la estructura 
de la Curia · Romana. Dejando de lado los comprendidos en los Ca-
pítulos VIII y IX, cuya inclusión puede también obedecer a factores 
coyunturales, particularmente significativa es la consideración dentro 
de la organización de la Curia de la institución cardenalicia del Con-
sistorio, así como del expediente de las visitas ad [imina 20. 
El dato pone de relieve hasta qué punto -y por encima de más 
rigurosas cuestiones de orden técnico- ha sido objetivo prioritario 
de la ley el asumir en su totalidad el conjunto de instrumentos que 
sirven al ejercicio del munus Petrinum en sus manifestaciones de 
acción pastoral de gobierno. Y por la misma razón se ha centrado 
exclusivamente en ellos, omitiendo por ejemplo cualquier referencia 
a la autoridad temporal del Romano Pontífice respecto del Estado 
Ciudad del Vaticano (cfr. arto 25 de la Regimini) 2\ por ser una auto-
ridad que no es de carácter canónico y desempeña una pura función 
instrumental de garantía de independencia en el ejercicio del poder 
espiritual sobre la Iglesia. 
3. Aspectos organizativos de la Consto Ap. ((Pastor Bonus» 
La Consto Ap. Pastor Bonus establece el cuadro general de la 
organización de la Curia y las líneas maestras de las relaciones inter-
orgánicas y de la actuación de los Dicasterios. Ha adoptado básica-
mente la estructura organizativa ya existente en la Curia desde la 
Regimini con las modificaciones antes mencionadas. Las únicas no-
vedades en este terreno son el desdoblamiento en dos Secciones de 
la Secretaría de Estado, reconduciendo a la segunda Sección las fun-
ciones del anterior Consejo para los Asuntos públicos de la Iglesia, 
y la creación dentro de la Congr. para el Clero de una Comisión para 
la consertvación del patrimonio artístico e histórico de la Iglesia 
(art. 99-104). Se hace además una consideración orgánica del Consejo 
para las cuestiones organizativas y económicas de la Santa Sede 
(art. 24-25), Y se crean también algunos servicios de carácter general 
(art. 16, 36). 
20. Sobre el particular, L'Osservatore Romano publicó otro artículo de 
presentación de la ley el 15.VII.1988 firmado por el Cardo Bernardin Gantin, 
bajo el título Significato della visita «ad limina». 
21. Cfr. Carta Le sollecitudini crescenti, de 6.VI.1984, al Secretario de Es-
tado (AAS 76 (1984), 495-496). 
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La ley no ha abordado en cambio el análisis detallado de la orga-
nización interna de cada organismo, ni tampoco los específicos modos 
de actuación que en razón de la materia puedan darse en ellos, cues-
tiones que se remiten a un ulterior desarrollo normativo de carácter 
reglamentario (art. 37-38). 
a) Estructura general de los Dicasterios 
La Curia Romana, según el arto 1 de la nueva ley, se compone de 
Dicasterios y de otros Organismos. Entre estos Organismos, cuya di-
ferenciación tipológica no resulta del todo precisa, se cuentan tanto 
las instituciones mencionadas en el § 3 del art. 2 que prestan ayuda 
a las actuaciones personales del Pontífice (cfr. arto 180-182), como 
otras instituciones no mencionadas allí que prestan servicios de ca-
rácter general a la Santa Sede y están contempladas en el Capítulo IX 
de la ley (art. 186-193). 
El concepto de Dicasterio sirve para denominar cada uno de los 
organismos autónomos y jurídicamente iguales que asumen en razón 
de la materia la gestión de aspectos individualizados de la función 
primacial. Además de la Secretaría de Estado, la Pastor Bonus los ti-
pifica en cuatro categorías: Congregaciones, Tribunales, Consejos y 
Oficios. Las Comisiones Pontificias, por su parte, no poseen la con-
dición jurídica de Dicasterio, y están caracterizadas bien por la nota 
de la transitoriedad, bien por la de su dependencia estructural respec-
to de algún Dicasterio. 
Con las sal\ledades expuestas más arriba, y sobre las que luego 
volveremos, cabe decir que las Congregaciones tienen primordialmente 
confiado el ejercicio vicario de la jurisdicción suprema del Papa de 
índole ejecutivo, en las materias que les son confiadas, mientras que 
los Tribunales actúan ese mismo tipo de jurisdicción en el orden ju-
dicial. Los Consejos, en cambio, encuadrados dentro de la administra-
ción de fomento, asumen tendencialmente funciones de promoción, 
coordinación, información y estudio, que no connotan habitualmente 
ejercicio de potestad. En razón de las funciones que prevalentemente 
realizan. cabe pues distinguir una administración jurisdiccional y 
una administración de fomento. Los tres Oficios, por su parte, desarro-
llan funciones de administración económica o de gestión general en los 
periodos de sede vacante. 
La distinción anterior -sobre todo entre Congregaciones y Con-
sejos- aunque encuentre el apoyo que vimos en el proemio de la ley 
y en su mismo articulado, no es sin embargo del todo exacta. No 
únicamente porque, como ya se dijo, la función de gobierno de 
que participan las C.ongregaciones no sólo se actúa por cauces ju-
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risdiccionales; sino porque algunos de los Consejos de la administra-
ción de fomento -aparte de los concretos casos en que puedan actuar 
por delegación una verdadera potestad del Papa- tienen confiada 
propiamente potestad ordinaria de carácter ejecutivo -es el caso del 
P.C. para los Laicos (art. 134)- e incluso de signo legislativo y hasta 
judicial de orden constitucional, como es el caso de las que el art. 155 
atribuye al P.C. para la Interpretación de los textos legislativos. No 
hay duda de que este tipo de jurisdicción ordinaria, consolidada en 
estos años en los mencionados Dicasterios, rompía la lógica que hu-
biera permitido ofrecer en el texto de la ley una nítida diferenciación 
de la tipología de los Dicasterios en razón de la naturaleza de sus fun-
ciones, en el sentido apuntado por el proemio. 
b) Determinación del ámbito de competencia 
El arto 14 establece el criterio material como factor base para de-
terminar la competencia de los Dicasterios. Como es tradicional en la 
Curia, ese principio general viene corregido tanto respecto de los Dicas-
terios concebidos en razón de un criterio de delimitación de competen-
cias personal o conectado al personal-Congr. para los Obispos, Congr. 
para el Clero, etc.-, como respecto de los Dicasterios a los que se 
atribuye una competencia territorial -es el caso de la Congr. para 
las Iglesias orientales (art. 60) y de la Congr. para la Evangelización 
de los Pueblos (art. 89)-, dando lugar a una distribución de funcio-
nes de naturaleza compleja, que plantea fundamentalmente dos tipos 
de problemas: unos, de determinación de competencias; otros, de co-
nexión material de competencias. 
Para el estudio de los asuntos de mixta competencia, así como pa-
ra lograr la unidad de acción administrativa dentro de las competen-
cias específicas de cada Dicasterio, se recurre a los sistemas de coor-
dinación, consulta, comunicación y control contenidos ya básicamen-
te en la Regimini, en los que la ley introduce algunas correcciones 
procedentes de la experiencia práctica de gobierno. 
En el estudio de las materias mixtas, el arto 21 acoge en síntesis 
las prescripciones de los arto 13-16 de la Regimini, relativas a las 
reuniones de los jefes de los Dicasterios afectados o de sus secreta-
rios. Lo mismo cabe decir de la resolución de los conflictos de com-
petencia por parte de la Signatura (art. 20) que estaba ya contenida 
en la Regimini (art. 107). 
En orden a la coordinación de los trabajos, la letra de la nueva 
ley elude las críticas formuladas al papel directivo que los art. 18, 
19 § 1 Y 21 de la Regimini atribuían a la Secretaría de Estado. La 
convocatoria, y en su caso la presidencia, de las reuniones de coordi-
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nación previstas ahora en el arto 22, se harán en lo sucesivo no por 
orden .del Cardo Secretario de Estado, sino bajo delegación del Ro-
mano Pontífice. Es dudoso, sin embargo, que tal hecho pueda modi-
ficar sustancialmente en la práctica las funciones de coordinación 
de la Secretaría de Estado, habida cuenta de que a su Sección primera 
atribuye expresamente el art. 41 § 1 tales cometidos, y que con respecto 
a la actividad de determinados organismos de la Curia esa coordina-
ción reviste particular intensidad (cfr. arto 144, 168, 169 § 2). Con to-
do, que esa coordinación deba hacerse sin perjuicio de la autonomía 
de los Dicasterios -como dice el arto 41 § 1-, en línea de principio 
indica una importante limitación: la voluntad de que tal actividad 
coordinadora de la Secretaría de Estado no implique funciones jerár-
quico-directivas. 
La coordinación y la unidad administrativa entre los organismos 
de la Curia trata de lograrse también mediante sistemas de comuni-
cación previa, que en la mayoría de los casos revestirá carácter de 
verdadera consulta, si bien la diferencia entre simple comunicación y 
consulta tampoco aparezca clara en todos los casos. Así, la comunica-
ción a los Dicasterios interesados que, con carácter general señala 
el art. 17, parece constituir un ejemplo general de consulta preceptiva 
no vinculante, semejante a la que en supuestos concretos establecen 
los art. 78 y 137 § 2. De forma análoga, son manifestaciones de con-
sulta preceptiva vinculante los preceptos contenidos en los arto 61, 
73, 82, 94, 96, 103, 137 § 1, 161, 168; Y de consulta simplemente facul-
tativa el establecido en el arto 58 § 2. 
El mismo objetivo de armonía de actuación tienden a conseguirlo 
los sistemas internos de control de los actos de la Curia que con 
fórmulas más o menos explícitas se contienen en la nueva Const. Ap. 
Del análisis de la ley, cabe señalar básicamente tres centros de con-
trol. Un primer centro interno de control, de carácter doctrinal, se sitúa 
en la Congr. de la Doctrina de la Fe, cuando el arto S4 establece de forma 
preceptiva que debe revisar los documentos relativos a la fe o a las 
costumbres dirigidos a la publicación. El segundo centro interno de 
control es de carácter técnico jurídico, en orden a garantizar las formas 
jurídicas de transmisión y la jerarquía de normas, función que se con-
fía al Consejo para la Interpretación de los textos legislativos, por 
más que del tenor literal del arto 156 parezca deducirse un simple 
trámite facultativo. El tercer centro de control interno a la adminis-
tración central, de carácter operativo, 10 constituye la aludida Sección 
primera de la Secretaría de Estado, en cuanto que de lacto está in-
cluída en sus funciones de coordinación. 
Los arto 37 y 38 de la ley reenvían a un nuevo Regolamento gene-
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rafe della Curia Romana y a los Reglamentos propios que se elaboren 
para cada Dicasterio la determinación de los modos de actuar en el 
estudio y resolución de los problemas. Esos Reglamentos tendrán que 
desarrollar las prescripciones que con carácter general establece ahora 
la ley. 
c) La actuación de la Curia Romana 
Dentro del respectivo ámbito de competencias, el arto 13 de la 
Consto Ap. atribuye en general a los Dicasterios tres tipos de funcio-
nes: de resolución, de estudio y de promoción. La función resolutiva 
se refiere tanto a los taxativos asuntos reservados a la propia com-
petencia, como a aquellos otros que no estén atribuidos a ninguna 
autoridad inferior, y a cualesquiera otros que específicamente les 
fueran confiados por el Romano Pontífice. Además, esta misma fun-
ción resolutoria comprende las cuestiones deferidas por los fieles -di-
rectamente o en vía de recurso- a la Sede Apostólica. 
La actuación jurídica de los organismos de la Curia -salvo obvia-
mente la de los Tribunales, y dejando aparte los casos que men-
cionaremos- es de naturaleza administrativa, de ahí que no posean 
competencia ordinaria para dictar leyes ni el tipo de decretos gene-
rales contemplados en el can. 29 del Código. En hipótesis, sólo ad ca-
sum, y como manifestación de legislación delegada prevista en los 
can. 30 y 135 § 2} podrán emanar ese tipo de disposiciones generales, 
si bien parece deseable que en tales casos sea el propio Papa quien pro-
mulgue motu proprio la ley de que se trate. Siendo órganos de ca-
rácter ejecutivo, su actividad deberá realizarse en el cuadro de la 
ley, sea para desarrollarla normativamente (can. 31 § 1), sea para lle-
varla a aplicación mediante decretos singulares. 
El modo de resolver los asuntos deberá ser conforme a derecho, 
y en respeto de las normas dictadas con carácter general, pues sólo 
siguiendo los postulados de la justicia podrán materializarse los 
criterios pastorales de que habla el arto 15. Tales postulados de 
pastoralidad y justicia exigen moderar los márgenes de discrecio-
nalidad, por lo que el mismo modo de resolver habrá de quedar de-
terminado en los reglamentos de cada Dicasterio, que deberán con-
tener además criterios para la determinación de cuáles son los asun-
tos de mayor importancia, que tienen previsto un modo sustancial-
mente diverso de tratarse (cfr. arto 11 y 18). En cualquier caso, dicha 
actuación deberá asumir los parámetros de actividad administrativa 
establecidos con carácter general en los can. 35 y siguientes del Có-
digo de Derecho Canónico, y los más específicos que para asuntos 
concretos señale la ley. 
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El arto 12 establece que dentro de cada Dicasterio deberá pro-
cederse en forma colegial. Estrictamente dicha prescripción adopta el 
significado técnico preciso del can. 119 cuando se refiere a las sesio-
nes plenarias u ordinarias de los miembros -en el sentido restrin-
gido que da el arto 3 § 3- de cada Dicasterio -en las que interven-
drá con voto deliberativo el Secretario- (art. 11) así como a las reu-
niones de los consultores convocados ad casum según el arto 12. Cabe 
sin embargo un sentido más amplio e impropio cuando se refiere al 
trabajo del Dicasterio en general, en el sentido de indicar que el-
estudio y la resolución de los problemas debe realizarse mediante 
la colaboración armónica y coordinada de las diversas personas lla-
madas a intervenir. 
Precisamente ese último aspecto, que comprende el ordinario 
trabajo de cada día de los organismos de la Curia, está relacionado 
con el tema de la capacitación técnica del personal, verdadera clave 
de cualquier reforma administrativa. Por vez primera la Consto Ap. 
alude someramente a esta cuestión, estableciendo en el arto 9 la reali-
zación de adecuadas pruebas de idoneidad. 
4. Perfiles jurídicos de la nueva organización 
de la Curia Romana 
La organización de la Curia Romana que establece la Consto Ap. 
Pastor Bonus plantea diverso género de cuestiones jurídicas, que só-
lo en parte señalamos aquí, no sólo porque desbordaría el objeto de 
esta presentación, sino también porque un estudio definitivo de esos 
temas deberá aguardar al desarrollo reglamentario de la ley en cada 
Dicasterio. En el estado normativo actual pueden indicarse sin em-
bargo algunas de ellas, particularmente en lo relativo a los modos 
de actuación y a la distinción de funciones en relación con la tipo-
logía de cada Dicasterio. 
Un primer punto, ampliamente tratado en la doctrina, que cobra 
particular importancia con la nueva leyes el de la formalización de 
los actos de la Curia, como exigencia de buen gobierno por la que se 
fija de modo cierto el grado de vinculación jurídica del contenido 
del acto, estableciendo a la vez la relación formal de ese acto con 
el resto del ordenamiento canónico. 
Cuando en aras de resaltar la dimensión pastoral de gobierno, la 
Consto Ap. Pastor Bonus subraya la participación de todos los orga-
nismos administrativos de la Curia no ya sólo en el ejercicio del po-
der jurisdiccional del Papa sino también en las demás manifestacio-
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nes que tiene el supremo gobierno de la Iglesia, es de todo punto ne-
cesario -también desde un punto de vista pastoral y de respeto a 
las conciencias- que quede en evidencia la naturaleza del acto mis-
mo. El hecho de que no existan en rigor sectores administrativos de 
la Curia especializados en una u otra tarea -jurisdiccional y de fo-
mento-, sino que al contrario todos ellos puedan realizar una y otra 
actividad, hace necesario que de cara al ordenamiento de la Iglesia 
y a quienes deben cumplirlo resulte siempre claro cuándo los actos 
pertenecen a un género u otro: cuándo son mandatos jurisdiccional-
mente vinculantes, cuándo son exhortaciones, consejos, etc., cosa que 
sólo se consigue por la vía de la formalización. Con carácter previo, 
además, ello exige la valoración prudencial de gobierno que determine 
el adecuado tratamiento de cada singular problema, y elija una u 
otra vía -la jurisdiccional o la de fomento-- en atención al modo 
como precedentemente se hayan resuelto cuestiones análogas o conexas 
y a los criterios que establece el arto 15: el orden de la justicia, el 
bien de la Iglesia y la salvación de las almas. En conexión con ello 
debe mencionarse, en fin, la importancia que adquiere por ello el con-
trol acerca de la forma de los actos-norma por el Consejo para la 
Interpretación de los textos legislativos, y la conveniencia de que en los 
modos de trabajo de cada Dicasterio que establezcan los Reglamentos 
se tenga particular control de los actos singulares. 
Otro punto es el relativo a la aplicación de la distinción de fun-
ciones entre los organismos de la Curia, principio del que la Consto Ap. 
se aparta en diversas ocasiones. Sabido es que tal principio no es un 
a priori de la organización jurídica de la sociedad secular, sino un 
principio general de buen gobierno que materializa el hecho de la 
especialización del trabajo de los distintos órganos del poder público 
en sectores diversificados de la actividad de gobierno. 
En ese contexto, la prescripción del arto 19 § 2, en relación con 
los arto 52 y 53 -siguiendo el dictado del arto 39 de la Regimini-
excluye al conocimiento judicial de los tribunales las causas pe-
nales relativas a los delitos contra la fe, y aquellos más graves con-
tra la moral o la dignidad de los Sacramentos. La absorción de esas 
funciones por la Congr. de la Doctrina de la Fe ha visto prevalecer 
la pura conexión material en una perspectiva prevalentemente disci-
plinar. Su fundamento proviene sin duda de la experiencia jurídica y 
del hecho que -por motivaciones diversas- el tratamiento de este 
tipo de delitos se realiza generalmente mediante procedimiento admi-
nistrativo (cfr. can. 1341). Sin embargo, y aunque en el seno de la pro-
pia Congregación se adopten las cautelas de justicia para salvaguardar 
el derecho -observancia del procedimiento prescrito por el Código 
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y leyes especiales; constitución de colegio juzgador con la oportuna 
independencia, etc.- tal vez se hubiera podido evitar el cerrar en 
línea de principio el recurso extremo a la vía judicial de los tribunales 
para conocer de los delitos contra la fe, y evitar también -aunque 
este punto puede bien quedar resuelto en vía de Reglamento- la dis-
crecionalidad en que ahora queda la valoración de cuáles son los 
delitos más graves contra la moral y la dignidad de los Sacramentos, 
con la consiguiente indetermniación en esos casos del órgano compe-
tente para juzgar. 
Desde el punto de vista estructural, el principio de distinción de 
funciones tampoco tiene completa aplicación respecto del Tribunal 
Supremo de la Signatura Apostólica, y respecto del Consejo para la 
Interpretación de los textos legislativos, aunque parece haberse logra-
do un importante progreso en la individuación y esclarecimiento de 
cada una de las funciones, que en un futuro permitiría introducir po-
sitivas modificaciones. 
Por lo que se refiere a la Signatura, conocido es que sus funcio-
nes comprenden tres tareas de significado jurídico diferente: la pri-
mera, en cuanto Tribunal Supremo de la Iglesia; la segunda, como 
tribunal administrativo, y la tercera como órgano meramente admi-
nistrativo que tutela el orden judicial en la Iglesia. Esta última fun-
ción no es propiamente judicial sino administrativa, análoga a la 
que en la organización civil desempeñan los ministerios de justicia. 
De nuevo en este caso, y siguiendo a la Regimini (art. 105), en la con-
figuración de las funciones de la Signatura ha 'prevalecido el criterio 
de conexión de las materias en lugar de una ordenación de las funcio-
nes, que hubiera conducido a crear, por ejemplo, una específica Con-
gregación con funciones ejecutivas relativas al orden de los tribunales. 
Tampoco en este caso habrán faltado razones de orden práctico, como 
tampoco faltan en la organización interna de la propia Signatura los 
resortes técnicos para diferenciar el tratamiento de expedientes de 
naturaleza diversa. 
Sin embargo, una organización funcional a partir de la individua-
ción que se ha alcanzado de las distintas funciones, contribuiría a es-
pecializar verdaderamente las funciones del Tribunal Supremo de la 
Iglesia en el ámbito judicial, y a poner en evidencia su adecuación 
respecto de otras funciones que la Consto Ap. atribuye al Consejo para 
la Interpretación de los textos legislativos. 
Ampliando las competencias de que había sido investido en el 
momento de su constitución, el Consejo para la Interpretación de 
los textos legislativos tiene asignada la función de decidir -«decer-
nere»- acerca de la legalidad de la legislación particular (art. 158). 
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Queda por ver en qué se traducirá concretamente tal función y cómo 
se hará jurídicamente operativa; pero en cualquier caso dicha tarea 
supone la emisión de un juicio de significado constitucional acerca de 
la legalidad de las leyes promulgadas por el legislador inferior. 
El Consejo para la Interpretación de los textos legislativos, se 
sitúa así en una polivalente posición jurídica, realizando funciones de 
índole administrativa, legislativa y judicial. De acuerdo con el can. 16 
del Código de Derecho Canónico, sus actos tienen valor de ley, cuando 
interpretan la ley universal son confirmados por el Papa y resultan 
promulgados (cfr. can. 16 § 2) conforme a los can. 7 y 8. Tienen valor 
de acto administrativo (cfr. can. 16 § 3), si se trata de una interpre-
tación ad casum que es notificada por Decreto, aun tratándose de . 
una interpretación auténtica confirmada por la autoridad del pontí-
fice. En fin, suponen una actividad de signo judicial cuando, indepen-
dientemente de la forma como se haga, deciden acerca de la legalidad 
de las leyes inferiores. 
Parte de esas funciones -las de estudio y propuesta de esclare-
cimiento de las leyes por parte del legislador- parecen próximas a las 
que en algunos países realizan las comisiones de codificación o los 
gabinetes técnicos encuadrados en órganos administrativos, que pre-
sentan el resultado de sus trabajos al legislador, quien los hace pro-
pios y manda promulgar. Pero esa actividad, que ya desarrollaba el 
Consejo y que puede materializarse -como veíamos- en actos de dis-
tinta naturaleza según las competencias que el legislador ha querido 
atribuir al Consejo, parece conceptualmente diversa de la que ahora 
le asigna el arto 158. 
El papel asumido por la legislación particular en el ordenamiento 
canónico después del Concilio, y muy especialmente tras la promul-
gación del Código de Derecho Canónico, determina la relevancia que 
a partir de ahora deberán tener los mecanismos de tutela del principio 
de legalidad y de jerarquía de normas, que son postulados técnico-
jurídicos de la comunión eclesiástica. La tutela de tales principios 
recae sobre normas que son formalmente diversas -leyes formales 
dictadas por la autoridad legislativa o actos normativos de la admi-
nistración, bien sea los decretos generales mencionados en el can. 30 
o los decretos generales ejecutivos del can. 31-, así como sobre su-
jetos también distintos: el legislador diocesano, los Concilios parti-
culares, las Conferencias de obispos, los propios Dicasterios, etc. Apar-
te de utilizar los mecanismos jurídicos de control internos a la admi-
nistración eclesiástica y previos a la eficacia del acto normativo que 
prevé el ordenamiento canónico -es el caso de la recognitio del can. 
455 § 2, y de los controles antes mencionados respecto de la Curia-
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la tutela de tales principios requiere también que se establezcan me-
canismos de control subsiguientes a la perfección del acto normativo, 
y en ese lugar se encuadra ahora el arto 158 de la nueva ley. 
Aunque estos puntos necesitan todavía del más detenido análisis 
doctrinal y de su contraste con la experiencia de gobierno, en vía 
de evolución futura, sin embargo, y en relación con las consideraciones 
anteriores, parece que la individuación de todas estas tareas desde la 
distinción de funciones podría abrir el paso a la especialización de la 
Signatura Apostólica, corno Tribunal Supremo de la Iglesia, en funcio-
nes específicamente judiciales que incluyeran el control subsiguiente 
de los actos normativos, a la par que una Congregación nueva asu-
miera las funciones administrativas que ahora ejerce la Signatura y 
las de estudio y propuesta que tiene el Consejo para la Interpretación 
de los textos legislativos. Todo ello, sin perjuicio de los sistemas técni-
cos que habrían de arbitrarse para el intercambio de información y 
la coordinación de los criterios generales de actividad entre ambos 
organismos. 
Al margen de estos problemas organizativos y en un orden de 
actividad administrativa, la nueva Consto Ap. contiene dos interesantes 
aportaciones que, siquiera brevemente, merecen ser apuntadas antes 
de terminar. 
La primera estaba contenida ya en el can. 1445 § 2 del reciente 
Código, pero más en evidencia queda ahora en el arto 123 § 3 de la 
nueva ley. Consiste en la posibilidad de que la Signatura Apostólica, 
corno tribunal administrativo, juzgue directamente de los actos de las 
autoridades eclesiásticas inferiO'res que han sido objeto de un recurso 
administrativo ante el competente Dicasterio de la Curia. Si el Dicas-
terio en cuestión traslada el expediente a la Signatura -corno con-
templa el § 3 del arto 123- parece darse una prórroga de la compe-
tencia de esta, en cuanto que la Seccio Altera estará juzgando no ya 
corno hasta ahora sobre un acto administrativo de un Dicasterio 
-puesto que no ha existido tal acto- sino directamente sobre el acto 
de la autoridad inferior objeto de recurso; y además -si esto es asÍ-
podrá juzgar no necesariamente sólo acerca de la legalidad del acto 
recurrido -limitación que el § 1 reserva al acto del Dicasterio-, sino 
también acerca del fondo, corno hubiera hecho el Dicasterio en cuestión 
al resolver el recurso. El tiempo dirá si la praxis acogerá la mayor 
amplitud literal del texto actual, o prevalecerá una interpretación res-
trictiva en el sentido del arto 107 de la Regimini. 
Otra novedad importante de la ley, por cuanto concierne también 
al Consejo para la Interpretación de los textos legislativos, está con-
tenida en el arto 158 a que antes nos referíamos. Se trata de la legiti-
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mación activa para plantear las cuestiones de inconstitucionalidad de 
las leyes particulares. El precepto indica que este tipo de cuestiones 
se plantean a instancia de parte interesada, lo que en rigor incluye 
que puedan directamente introducir la causa de inconstitucionalidad 
ante el Consejo, aparte de las autoridades jerárquicas de la Iglesia, 
cualquier otro fiel cristiano, cuyo interés en la armonía legislativa 
le la Iglesia difícilmente podrá ser negado en base al can. 204 § 1 Y 
208 y siguientes, en la línea que subyace también en la Respuesta 
auténtica del 20 de junio de 1987 22 , recogida en la motivación del De-
creto definitivo de la Signatura Apostólica de 21 de noviembre del 
mismo año 23. 
22. Cfr. Communicationes, XX, 1, 1988, pp. 76-77. 
23. Cfr. Communicationes, XX, 1, 1988, pp. 88-94. 
